Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 13 minutos.) 
(Ingresa a Sala el señor Frank La Rue.) 


-Damos la bienvenida al señor Frank La Rue, Relator Especial de las Naciones Unidas para la 
Libertad de Opinión y Expresión. 


Informo que tres integrantes de la Comisión, que son de la oposición y no están favor del 
proyecto de ley, están en camino y me gustaría mucho que participaran. 


Este tema busca perfeccionar la institucionalidad de una nación, es decir, establecer un marco 
legal regulatorio que brinde la mayor igualdad de oportunidades. 


Como no queremos abusar de su tiempo, con mucho gusto le cedemos la palabra al señor 
Frank La Rue, a quien hemos escuchado en otras oportunidades y valoramos muchísimo su punto de 
vista sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR LA RUE.- Muchas gracias señor Presidente y miembros de la Comisión. Es un verdadero 
honor estar presente aquí junto a ustedes. 


Estoy en la fase final de mi segundo período de mandato -en el Consejo de los Derechos 
Humanos cada mandato dura tres años y puede haber una sola relección; sin duda que han sido seis 
años muy activos y dinámicos- y he recorrido algunos países donde planteé recomendaciones respecto 
a procesos que había acompañado con mucho interés. Hace tres semanas hice mi último informe al 
Consejo -dejo uno más escrito que ya no presento en la Asamblea General- sobre niñez y libertad de 
expresión, y otro, elaborado en la misma época, fue para elevar al Consejo de Derechos Humanos 
sobre Comunicación Político Electoral y Libertad de Expresión. 


Después de Ginebra he estado en Italia, México, Argentina y algunos otros países para hacer 
el seguimiento de los procesos. Mi intención es simplemente coadyuvar en los últimos momentos de mi 
primer mandato, trasladar información a mi sucesor -que recién fue nombrado la semana pasada- y, 
repito, hacer un seguimiento de estos temas. 


Respecto al caso de Uruguay, quisiera empezar diciendo que felicito su iniciativa porque este 
proceso ha sido realmente dialogado y consultado; me parece que esta es la mejor forma de legislar. 
Hace dos años se inició un diálogo multisectorial y se fueron articulando las diferentes posiciones; de 
hecho, podría decir que he visto pocas legislaciones en el mundo que tengan procesos tan completos 
de diálogo suficientemente prolongados en el tiempo como para dar a todos los sectores la posibilidad 
de participar y colaborar. 


Me parece que el proyecto de ley tiene un gran valor que radica en que trabaja uno de los 
temas centrales de nuestro continente y que todo el mundo reconoce, desde la Relatoría que me toca 
presidir en la Organización de las Naciones Unidas hasta la Relatoría de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos que ejerce Catalina Botero, con quien hemos trabajado muy de cerca: el de la 
libertad de expresión. En este sentido, es muy importante plantear que nos referimos a la libertad de 
toda persona, de todo ser humano y no solo de un sector o de otro. No estamos hablando solamente 
de periodistas o de medios, sino de toda la población y, a veces, especialmente de grupos que se 
encuentran en desventaja, como por ejemplo las minorías étnico-culturales, sectores vinculados a la 
infancia o que presentan alguna vulnerabilidad. Esto también tiene que ver, efectivamente, con la 
protección del debate político para opiniones minoritarias y de oposición, que es importante. 


En este sentido, sentíamos que en este desarrollo de los Estados es importante garantizar el 
tema del principio de diversidad de medios y del pluralismo de posiciones para que todo el mundo 
tenga, por un lado, acceso a información diversa -que es la primera etapa de la libertad de expresión- 
y, por otro, la posibilidad de expresarse de una forma u otra y de hacer valer sus opiniones. 


Esto implica la democratización de los medios. Varios países del continente se involucraron en 
este proceso, unos con formas más concretas que otras, y por eso, ciertamente -reitero- felicito a 
Uruguay porque creo que este es el momento de avanzar en esos procesos históricos. El esfuerzo de 
esta iniciativa de democratizar el manejo de todos los medios de comunicación -en particular, de los 
medios de telecomunicación que utilizan frecuencias que son un bien público- me parece que es algo 
sumamente importante para garantizar esta democracia. 


Cuando estuve aquí en ocasiones anteriores, mi única recomendación fue que toda ley que 
promueva la diversidad y el pluralismo para que todos los medios -en particular, los de 
telecomunicación- respondan a todos los sectores, también implica tener un órgano regulador estatal 
fuerte, independiente y autónomo. Esta fue la recomendación que dejé aquí en la última visita que hice 
a Uruguay. 


No he tenido tiempo de leer en detalle el proyecto de ley pero revisando su nueva versión me 
alegró ver que se modificó el tema de la autoridad reguladora y los cuatro miembros son electos por el 
Senado, lo que da la posibilidad a este órgano legislativo de buscar a las personas idóneas, a técnicos 
expertos con diferente visión para formar parte de la institución y garantizar su autonomía. Me parece 
que eso era lo más importante y me alegra que se haya tomado en cuenta y se incorporara 
efectivamente al proyecto de ley. 


Es cuanto quería manifestar. Dado que el proceso de aprobación está en manos de los 
señores Senadores, quisiera escuchar cuáles son los planes que tiene el Parlamento y en particular el 
Senado al respecto, y quedo a las órdenes para contestar sus preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su comentario general. 


Precisamente, en este momento estaba redactando algunas preguntas. La primera de ellas 
refiere a si las recomendaciones de la Relatoría sobre la ley habían sido consideradas por la Cámara 
de Representantes, pero ya fue respondida. Nos confirmó que en lo esencial, que era el carácter 
independiente, había sido así. Cuatro de los cinco miembros son nombrados por una mayoría más que 
especial del Parlamento y eso le da garantías a este Consejo de Comunicación Audiovisual, sacándole 
las potestades a la Ursec, que depende de Presidencia. 


Por otra parte, muchos constitucionalistas hablaron de la eventual violación de estándares 
internacionales y de la Convención Latinoamericana, por lo que nos gustaría conocer la opinión del 
señor La Rue que, por su función, tal vez sea una de las personas más autorizadas para hacerlo. 


Por último, nuestro país hace gala de su tolerancia democrática y de la importancia de 
escuchar las ideas de todos los que quieren opinar. Un tema que recibió algunos cuestionamientos fue 
el referido al horario de protección al menor. Al respecto, hay una redacción alternativa que todavía no 
figura aquí pero nos interesaba conocer su opinión en base a su visión mundial y latinoamericana. 
Justamente, usted mencionó el trabajo con Catalina Botero por lo que quisiera escuchar sus 
comentarios sobre lo que está escrito y la comparación con los estándares mundiales y americanos. 


Como dije, la primera pregunta ya fue respondida. Queda el tema de la comparación de esta 
ley con los estándares mundiales y, en particular, con la Convención Latinoamericana y, luego, con lo 
que figura sobre el horario de protección al menor. 


SEÑOR ABREU.- Antes de continuar, me gustaría conocer algunos datos del señor La Rue: su cargo, 
su antigúedad y, sobre todo, su nacionalidad porque los burócratas internacionales, de los que he sido 
parte, a veces pierden la identidad nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Buena parte de la información que solicita el señor Senador Abreu fue 
brindada al comienzo de esta reunión; no obstante, dado que en esos momentos algunos integrantes 
de la Comisión venían en camino, pedimos al señor La Rue que tenga la amabilidad de repetirla. 


SEÑOR LA RUE.- Con mucho gusto, señor Presidente. 


Mi nombre es Frank La Rue, soy guatemalteco de nacionalidad y en este momento actúo en 
mi calidad de Relator Especial del Consejo de Derechos Humanos de la ONU sobre la promoción y 
protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. 


Tal como manifesté al principio, desde el establecimiento del citado Consejo este cargo de 
relatoría se ocupa por períodos de tres años -al igual que todos los mandatos de esa índole- y se 
permite una sola relección. Esto cambia una práctica anterior, ya que antes podía haber reelecciones 
indefinidamente. En lo personal, soy partidario de este nuevo sistema, ya que me parece importante 
renovar, refrescar la memoria de todo el mundo y aportar ideas nuevas. En estos momentos estoy 
concluyendo mi segundo período de mandato. Precisamente, en la última sesión del Consejo -en la 
que presenté un informe sobre comunicación político-electoral- ya se eligió a quien será mi sucesor a 
partir del mes de agosto. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- En la misma línea de lo que expresaba el señor Presidente, con respecto a 
la comparación quiero decir que en materia de comunicación existe una ley en Argentina y también en 
Brasil; la de Brasil -que hemos consultado- es la más antigua. Asimismo, Venezuela y España tienen 
leyes en la materia; la de España fue modificada recientemente, cuando asumió el actual gobierno en 
ese país. 


Ese es el panorama que quería describir a nuestro invitado a raíz de la pregunta que formuló 
el señor Presidente de la Comisión. 


SEÑOR LA RUE.- En cuanto a la primera pregunta, quiero decir que la idea de establecer regulaciones 
a veces es vista como una injerencia indebida del Estado. Sin embargo, esto no es correcto. Las 
regulaciones se establecen para proteger no solo la garantía del ejercicio de un derecho, sino también 
la equidad en el ejercicio de ese derecho. Por ejemplo, en los temas de comunicación se defienden los 
derechos del comunicador, pero también los de la sociedad, que es la que recibe la comunicación. De 
ahí se deriva el principio de diversidad y pluralismo. El propósito fundamental de una democracia es la 
participación ciudadana y esta depende de la información que la ciudadanía reciba. Para que esa 
información no se convierta en inducción política, debe ser realizada con diversidad de medios y con 
pluralidad de posiciones. Este es el mismo principio que usamos en educación y por el cual a las 
universidades se les llama de ese modo; el nombre presume que allí se estudian todas las tendencias 
de pensamiento; por eso la universalidad del pensamiento está ahí, a fin de que cada persona 
construya sus propias opiniones y pueda expresarlas. 


Entonces, en la reglamentación de los medios de comunicación están inherentes el derecho 
del comunicador y el de la sociedad; esta última es el elemento receptor y debe recibir información 
diversa y plural. Esto es muy importante porque es la forma de poder tener un debate público abierto y 
relevante para someter diferentes posiciones y tendencias a la discusión democrática. Dicho sea de 
paso, ese es un principio aceptado tanto por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, como 
por el de Naciones Unidas y otros de carácter regional de otros continentes. Esto lo he reiterado en mi 
último informe sobre comunicación político electoral, que hace dos semanas y media presenté ante el 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Especialmente en el tema político es 
importante tener esa garantía en cuanto a la diversidad de medios y de posiciones, porque es lo que 
abre la posibilidad de un debate amplio. 


Estas regulaciones dependen de principios básicos. Quien más claramente los formuló -debo 
confesarlo, aunque soy Relator de Naciones Unidas- es el Sistema Interamericano; se encuentran en el 
portal de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos bajo la relatoría de Derechos Humanos 
que fue creada a fines de 1999 y principios de 2000. A partir de ahí se fueron estableciendo estos 


principios fundamentales para la libertad de expresión, que están más claramente definidos. Uno de 
ellos es el principio que acabo de mencionar. 


Se debe buscar un equilibrio. Creo que el Estado no debe regular excesivamente -lo que 
puede llevar a sofocar- pero tampoco puede desregular, porque entonces no habrá garantía de equidad 
ni de equilibrio en el ejercicio de los derechos, para que todo el mundo pueda gozar por igual de los 
derechos humanos existentes, según el principio de universalidad de los derechos. Esto en cuanto a la 
primera pregunta. Una buena regulación no es injerencia, sino que es un estándar debido y básico que 
si bien se encuentra en los dos sistemas, está más elaborado en el interamericano. 


En el tema de los servicios audiovisuales es importante sentar un corolario: las frecuencias 
de comunicación que se utilizan son propiedad del Estado y, por consiguiente, del pueblo de cada país; 
en ese sentido, deben ser utilizadas para el bien común, como todos los servicios y las propiedades del 
Estado. Esto comprende desde los recursos minerales e hidráulicos del país, hasta los recursos de 
frecuencias electromagnéticas, los que, a su vez, abarcan desde el uso médico de los rayos x, hasta el 
uso de las telecomunicaciones. Este es un elemento importante, pues el Estado tiene la obligación de 
poner estos recursos al servicio -equitativo- de la población en su conjunto. 


Creo profundamente en todas las formas de comunicación. Considero que la comunicación y 
los servicios audiovisuales pueden ser comerciales; defiendo los medios comerciales porque me 
parece que han jugado un papel histórico importante y deben continuar existiendo, pero deben convivir 
con otras formas de comunicación, como la comunitaria. Si bien comúnmente se habla de tres 
categorías: los medios comerciales, los comunitarios y los públicos -así lo hace, incluso la ley argentina 
que aquí se ha mencionado- en lo personal hablo de cuatro, por el tema de los pueblos indígenas, que 
si bien no es un fenómeno uruguayo, podría adaptarse. En definitiva, hablo del manejo de frecuencias 
comerciales, comunitarias, públicas y étnicas, es decir, por grupos étnicos definidos, defendiendo su 
identidad, su cultura, su idioma y los valores. 


Un ejemplo que siempre cito es el de Honduras, en Centroamérica. La población afro 
hondureña afrodescendiente de la costa atlántica, insistió en tener frecuencias que les permitiera 
difundir en el idioma de origen, en los idiomas locales y, además, defender su cultura, que es una 
mezcla de la descendencia africana con la combinación colonial y de pueblos indígenas de 
Centroamérica. Fue así que se autorizaron frecuencias de radio para esta población. Lo mismo ocurre 
con otros países. 


En fin, esa es la división clásica que normalmente existe. Como dije, en lo personal hablo de 
cuatro categorías, no de tres. 


Efectivamente, hay leyes en varios países. Creo que algunas son buenas y otras no tanto. No 
tengo ningún problema en decirlo. 


En todo caso, lo importante es la diversidad. Reconocimos que en América Latina habíamos 
descuidado diferentes formas de comunicación. En Europa, por ejemplo, prevaleció la comunicación 
pública independiente y de gran calidad. En Inglaterra nadie cuestionaría la comunicación pública 
porque desde el origen de la radio gozaron de una radio pública y de altísima calidad, como es la BBC, 
financiada con fondos del Estado pero que no está sujeta a ningún gobierno, de partido político alguno. 


Lo mismo sucede en Holanda con Radio Nederland. En otros países de Europa, e inclusive en 
ciertas naciones africanas y asiáticas, ocurre algo similar en relación a la radio y televisión públicas. En 
parte de Asia prevalece la comunicación comunitaria; por ejemplo, Nepal tiene alrededor de 400 radios 
comunitarias, por la diversidad de idiomas que allí hay; lo mismo sucede en países como la India. Creo 
que podemos aprender de las experiencias a pesar de que las realidades sean de diferente naturaleza. 


Insisto en que en nuestro continente descuidamos dos factores: la comunicación pública, que 
hay que recuperar y cuya independencia debe mantenerse, y la comunicación comunitaria para los 
grupos étnicos. Nuestro continente, por razones históricas o de arbitrariedad, pasó por la tragedia de 


dictaduras militares y de regímenes autoritarios que efectivamente cambiaron la visión de las 
comunicaciones, pero ahora estamos en el momento de recomponer. 


En esta área se han realizado importantes reformas en diferentes países. Con respecto al 
tema de las telecomunicaciones México fue bastante más allá, ya que decidió reformar el Estado. Llevó 
a cabo una serie de reformas constitucionales a partir de una perspectiva de derechos humanos. Hace 
poco tuve una audiencia pública con Senadores mexicanos donde se planteó la importancia de las 
reformas constitucionales. Ahora están en el proceso de discutir las leyes secundarias que esperamos 
continúen el espíritu de la reforma constitucional. 


Por otro lado, si bien en cierto momento felicité a Argentina por su ley sobre 
telecomunicaciones, no necesariamente coincidí -es importante mencionarlo- con todas sus políticas 
de gobierno. No es lo mismo una ley que las políticas de gobierno. No entré a discutir tales políticas, 
pero sí me pareció que la ley significaba un gran avance. 


En cambio, critiqué seriamente las leyes de Ecuador y Venezuela por contener elementos 
críticos de censura. Especialmente la de Ecuador interfiere en el tema de los contenidos, pues los 
órganos reguladores también lo son del contenido; inclusive hay autorización de comunicación 
comunitaria o de frecuencias para sociedades civiles u ONG, pero se les prohíbe ingresar en el debate 
político. Entonces, hay una limitante en la libertad de expresión. En lo personal, considero que no son 
modelos apropiados para la reforma que se busca realizar en el continente en general. 


Por otro lado, con su ley de marco civil, sobre Internet, Brasil aportó un gran modelo en el 
tema de las telecomunicaciones. Hablamos de uno de los temas más complejos de regular, porque 
fácilmente puede caerse en mecanismos de censura. Sin embargo, Brasil avanzó con la creación del 
Comité Gestor de Internet como una instancia multisectorial que definió principios y políticas públicas, y 
de ahí se derivó la ley. Me parece que con esto se ha dado un gran ejemplo, no solo para América 
Latina, sino para el mundo entero, pues se trata de una ley de las más progresistas. 


A efectos de responder la segunda pregunta me referiré al tema de la niñez y su protección, 
cuestión que en algunos países recién ahora se está discutiendo pero que, en realidad, es de las que 
más han sido abordadas a nivel mundial. 


Incuestionablemente, debe haber un horario regulador del contenido de los programas en 
función de la niñez. La Convención Americana sobre Derechos Humanos, que es la que regula el 
sistema interamericano, es la más clara en cuanto a la libertad de expresión porque dice que no se 
permitirá de ninguna manera censura previa, solo responsabilidad ulterior. Sin embargo, en uno de los 
párrafos se hace una excepción, ya que dice: excepto en el caso de la niñez. ¿Por qué? Porque la 
protección de la niñez debe ser el interés superior y la prioridad de todo Estado. Además, se parte de la 
base de que nadie puede estar en contra de que se proteja a los niños y niñas del país, sean hijos 
nuestros o ajenos, ya que estamos protegiendo la niñez de nuestros pueblos. Si bien la Internet va a 
traer consigo otros paradigmas y desafíos, la protección a la niñez jamás puede estar en contradicción 
con la libertad de expresión porque ambos derechos van de la mano. De hecho, el artículo 19 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos -los artículos 19 y 20 son, desde mi punto de vista, 
fundamentales- establece que entre las restricciones a la libertad de expresión está la de «Asegurar el 
respeto a los derechos o a la reputación de los demás» y, en segundo lugar, con condiciones -son 
excepcionales- «La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas». Corresponde aclarar que lo relativo a la moral pública no refiere, como mucha gente piensa, 
a temas de pornografía o de cultura popular sino que va en función específica del cuidado de la niñez. 
Quiere decir que los contenidos de televisión y de radio en cierto grado deben ser adecuados a la niñez 
a fin de no tener una incidencia traumática en el desarrollo de nuestros niños. 


Por tanto, la protección de la niñez en ningún momento puede ser vista como una censura. 


SEÑOR ABREU.- Quiero dar la bienvenida a nuestro invitado, señor Frank La Rue, con quien 
seguramente nos hemos cruzado alguna vez porque, por sus antecedentes, lo veo muy vinculado a los 
temas guatemaltecos. A mí me correspondió, en representación de la OEA, asistir al golpe de Estado 


de Jorge Serrano Elías e ir a proteger al delegado de los Derechos Humanos, el señor De León, quien 
posteriormente fue Presidente de la República. 


Esa fue una de las pocas veces en que pensé que no salía de la República de Guatemala -a 
pesar de todas las bellezas que tiene- porque, como ustedes recordarán, había sido un momento 
enormemente difícil; se debió, entre otras cosas, a circunstancias que usted conoce mucho mejor que 


yo. 


Debo señalar que quien era Embajador de Guatemala en Washington -que es el 
representante en Haití en las Misiones de Paz de las Naciones Unidas- en ese entonces renunció 
debido al golpe de Estado. 


Así, pues, tenemos una visión muy clara del asunto. Además, hemos compartido - 
particularmente en Guatemala en aquella oportunidad- todo lo relativo a las comunidades indígenas, 
las distintas visiones que se tienen, las dificultades de integración y de inclusión social. Este hecho de 
alguna forma realza enormemente su trabajo en materia de defensa de los derechos humanos y, en 
particular, de una sociedad -como decía muy bien el señor Representante de las Naciones Unidas- en 
lo que son las comunicaciones a las comunidades indígenas, que tienen enormes dificultades para 
acceder a diarios y a comunicaciones de todo tipo, y que a veces están muy aislados en lo que refiere 
a su participación ciudadana en la vida de todos los días. 


Como el señor La Rue es conocedor de estos temas, mi pregunta apunta al Derecho 
Comparado y a las observaciones que ha hecho sobre determinadas legislaciones. 


Es importante señalar que este proyecto de ley no incluye el Protocolo Internet, sino que 
refiere solamente al aspecto audiovisual. 


Por esa razón, nosotros hacemos algunas observaciones sobre el alcance. Incluso algunos 
especialistas atribuyen hasta una visión de antiguedad a la ley en el sentido de que el ritmo de la 
tecnología es de tal nivel que es muy probable que prontamente se vea superada por la fuerza que 
tiene el Protocolo Internet que todos los que conocen estos temas han descrito. 


Me interesaría saber si usted leyó este proyecto de ley porque en materia de derechos hay 
observaciones muy importantes realizadas por catedráticos uruguayos, sobre todo en materia de 
Derechos Humanos. Me refiero a la limitación de las libertades fundamentales establecidas, en 
particular, en el artículo 29. Por otra parte, debo mencionar la declaración o afirmación -algo que 
puede ser discutido- de gente con nivel de docencia de mucha experiencia sobre, precisamente, los 
artículos referidos a la publicidad electoral, a los que les atribuyen una notoria inconstitucionalidad. 


De las advertencias que hemos tenido sobre la aprobación del contenido de todo el proyecto 
de ley surge -más allá de la necesidad de regular o de tener un marco normativo que haga jugar, entre 
otras cosas, la comunicación y las empresas públicas- una observación muy fuerte, que no sé si el 
señor La Rue ha tenido la posibilidad de advertirla y que creo es muy importante que podamos 
analizar. Cuando se habla de que casi dos tercios del contenido del proyecto de ley es inconstitucional 
-más allá de las garantías que pueda establecer- la advertencia que hacen los catedráticos es que 
podemos estar frente a una responsabilidad del Estado por acto legislativo. 


A su vez, me surge otra interrogante en materia de especialización. El señor invitado nos 
hablaba de tres categorías y de una cuarta que él mismo agrega: la pública. La exclusión del sistema 
Protocolo Internet ha tenido algunas interpretaciones técnicas sobre monopolios que se irían 
agregando a las existentes por parte del Estado. 


Entonces, sin perjuicio de la necesaria participación de la comunicación de las empresas 
públicas, quisiera saber, según su experiencia, cómo funcionan los monopolios públicos y cuál es su 
opinión acerca de ellos en materia de comunicación. Lo planteo porque al excluirse el Protocolo 
Internet hay interpretaciones en el sentido de que directa o indirectamente esto termina derivando 
hacia las empresas públicas que ya tienen monopolio por ejemplo en el ámbito de la conectividad a 


Internet y todo lo que son las empresas de tevé cable y la competencia con la actividad privada. 
Redondeo la pregunta: si lo ha leído, ¿qué alcance tiene el contenido constitucional? 


También me gustaría saber cuál es su visión sobre los monopolios públicos y las garantías 
sobre esos monopolios que el proyecto de ley, desde nuestro punto de vista, no contempla porque 
requiere mayorías especiales -que no tiene- para poder consagrarlos. 


SEÑOR LA RUE.- Empezaré por contestar la primera pregunta sobre la comunicación político- 
electoral. 


Debo decir que efectivamente leí el proyecto de ley en su versión original y realicé mis 
comentarios. En cuanto al órgano regulador, estoy leyendo la información en estos momentos -me 
acaban de entregar la nueva versión que, según tengo entendido, aún se está discutiendo- pero tengo 
algunos indicios de las partes de la comunicación político-electoral. A pesar de ello, con mucho gusto 
responderé lo planteado porque, de hecho, mi último informe remitido al Consejo de Derechos 
Humanos fue sobre ese tema, e incluso menciono algunos ejemplos. 


En primer lugar, en el informe planteo que el tema más importante de acceso a la información 
pública -que es parte de la libertad de expresión en su primera dimensión- es la transparencia. Lo 
fundamental en todo proceso electoral es garantizar la transparencia de todo, no solo de las finanzas 
sino también de los procedimientos. Con respecto a las finanzas, la población tiene derecho a saber de 
dónde surgen las contribuciones económicas de todo tipo  -personales, institucionales o de cualquier 
naturaleza- para los candidatos y los partidos políticos. Incluso me atrevo a proponer un mecanismo 
para no estar yendo partido por partido. Allí recomiendo -porque la tarea de los Relatores es 
recomendar y nada más- que en la legislación electoral interna de diversos países se prevea la 
obligatoriedad de que todos los partidos políticos, candidaturas y candidatos notifiquen a la autoridad 
electoral periódicamente -según la periodicidad que cada país legisle sobre el tema- acerca de las 
donaciones recibidas y de su origen. Esto es muy importante -y aquí estoy hablando de Centroamérica 
para arriba y no del Cono Sur- para evitar que fondos ilícitos puedan entrar en los procesos electorales. 
Los pequeños países de Centroamérica tristemente están sufriendo el embate del crimen organizado y 
del narcotráfico que, como sabemos, manejan mucho dinero y con facilidad podrían financiar 
millonarias campañas electorales. 


Se trata, pues, de que estos dineros ilícitos no puedan ingresar al proceso democrático y la 
forma de lograrlo es transparentándolo. Las donaciones pueden ser en dinero o en especies; hay 
quienes han donado vehículos u otros bienes, pero lo relevante es contabilizar todo e informar a la 
autoridad electoral para que de esa forma se vuelva de conocimiento público. También es importante 
que en los distintos partidos se realicen asambleas generales, que haya elecciones primarias -aquí le 
llaman internas- etcétera, para que el ejercicio de cada uno de los partidos sea democrático y eso lleve 
a un proceso nacional también democrático. 


En lo que tiene que ver con la publicidad paga, en el mundo hay diferentes modelos y todos 
son válidos; no voy a decir cuál es más razonable. Sí digo, como principio, que es importante tratar de 
evitar -simplemente se trata de una opinión del Relator- que el dinero no sea el factor fundamental de 
un proceso electoral. Quien paga más publicidad, más spots, más musiquitas y más colores, tendrá 
más visibilidad e, inevitablemente, obtendrá más votos. Entonces, si eso no se une con el tema de la 
transparencia, puede ser que solo el factor dinero sea el determinante para elevar la popularidad de 
gente que antes era desconocida y que de pronto sube a la palestra política. Por supuesto que 
cualquier persona tiene derecho -aunque sea desconocida- a lanzarse a la actividad política y me 
parece bien que haya caras nuevas, pero deben darse a conocer a partir de propuestas y programas, y 
no del manejo de publicidades pagas. 


¿Cuáles son los tres modelos del mundo? El primero es el de la desregulación total, donde 
todas las contribuciones y gastos están permitidos, pero con un control importante. Por ejemplo, 
Estados Unidos es, tal vez, el país con los controles más severos, donde al IRS, el Servicio de Rentas 
Internas, no se le escapa un centavo; tiene un control férreo de todos los movimientos de dinero, 
incluso para evitar posibilidades de lavado vía procesos electorales. Pero si bien el control es muy 


estricto y todo es público, todo se sabe, no existe regulación y, por ende, quien quiera donar dinero 
puede hacerlo y los candidatos pueden gastar lo que quieran en publicidad. 


El segundo modelo es el europeo, donde hay una prohibición total de publicidad electoral. En 
países como Inglaterra se sostiene que la gente debe conocer a sus partidos y candidatos a través del 
servicio noticioso que, además, es público. Entonces, eso les garantiza que la BBC dé cobertura a 
todos. De esa forma todos tienen la oportunidad de ser candidatos y de presentarse sin necesidad de 
pagar; lo que tienen que hacer es buscar entrevistas y debates. Incluso, me contaron la experiencia de 
una ONG ambientalista que en tiempo electoral quiso publicar un aviso pago en un periódico sobre el 
tema de la reforestación, en el que mencionaba que uno de los candidatos a la Cámara de los 
Comunes no había apoyado las políticas de reforestación y que, por lo tanto, no era conveniente para 
el medioambiente. Les prohibieron ese comunicado a pesar de que era de una ONG y les dijeron que 
podrían publicarlo una vez pasadas las elecciones ya que tenía un contenido electoral. En definitiva, no 
se pueden sacar avisos electorales a favor ni en contra. Algunos países escandinavos mantienen la 
norma. 


El tercer modelo que utilizan algunos países de América Latina -México fue el último en 
establecerlo- es parecido al que se prevé en este proyecto de ley: que haya publicidad paga pero la 
dirija el órgano electoral con ciertas normas que generen equidad en cuanto a la fuerza política de cada 
uno de los sectores. En México, por ejemplo, hay una norma de proporcionalidad en cuanto a la 
adjudicación de espacio en función de las votaciones de la elección anterior, similar a lo que hay acá. 
Inclusive eso llevó a modificar a la autoridad electoral -antes el IFE, Instituto Federal Electoral- que solo 
veía las elecciones de carácter federal, es decir, de órganos federales. Ahora tienen el INE -Instituto 
Nacional Electoral- que ve todas las elecciones. Le dieron un mandato mucho mayor y ahora es el 
órgano electoral de la totalidad de las elecciones y de todos los procesos, con estos mismos criterios 
de que sí se puede pagar publicidad pero a través del órgano electoral y con fondos del Estado. Quiere 
decir que no la compra individualmente cada Partido, sino que se paga a los medios con fondos 
estatales, lo que garantiza que se da publicidad a todos los candidatos, en proporción a su fuerza 
electoral anterior. 


Esos son los tres modelos. Obviamente, no me pongo a decirles a los países cuál de ellos 
tienen que escoger, pues me parece que son tres sistemas muy diversos y cada nación tendrá que 
decidir cuál cree que es más equitativo y balanceado. 


En cuanto al tema de Internet versus los medios audiovisuales y a si Internet los va a 
desplazar, o no, estoy seguro de que así será, aunque a un plazo más largo del que creemos. La 
tecnología de Internet avanza muy rápidamente y crece con velocidad entre las nuevas generaciones, 
pero eso no implica un desplazamiento automático e inmediato. 


En lo personal, hago consultas regionales para mis informes, y en el marco del que preparé 
sobre el tema de la comunicación político-electoral, llevé a cabo un encuentro regional en Bangkok con 
gente que iba desde Pakistán hasta Laos y Vietnam, e incluso alguno de China. Asimismo, organicé 
otro encuentro en Johannesburgo, para toda el África subsahariana; otro más en España, para toda 
Europa; y un encuentro en Rio de Janeiro, para toda América Latina. Esas fueron las diferentes 
consultas que hicimos para tener alguna idea de cómo se estaban ubicando los debates. Fue 
interesante advertir que en el mundo en vías de desarrollo, el 80% de la información que tiene efecto 
electoral sigue «entrando» por la televisión, ni siquiera por la radio -cabe acotar que en el 
mundo desarrollado el porcentaje es un poco menor-; por mi parte, estoy seguro de que esto va a 
cambiar, pero en los procesos electorales actuales -y en los que se estarán sucediendo de aquí a la 
próxima década- la televisión es todavía el medio más importante para estos temas. Legítimamente 
uno podría decir que para temas educativos o de investigación, no lo es, porque la gente puede buscar 
enciclopedias o material de estudio en Internet más fácilmente que en la televisión. Estoy seguro de 
que eso se va balanceando según el tema. Sin embargo, en política, la televisión sigue siendo el factor 
fundamental. Personalmente creo que estamos a tiempo de regular este aspecto. Eventualmente 
Internet va a desplazar a todo el mundo. Todos podrán tener un periódico electrónico, un programa de 
radio vía Internet, etcétera. Eso es lo que va a suceder, pero dentro de veinte o veinticinco años. 
Entonces me parece que es importante tener algo para regular en este momento. 


En lo que respecta a la última pregunta formulada, es difícil hablar de monopolio del Estado 
si se trata de un ente muy lucrativo. Por ejemplo, hay países en los que la energía eléctrica es potestad 
del Estado, que tiene todas las plantas hidroeléctricas. ¿Por qué? Porque quiere garantizar un servicio 
público a bajo costo. Uno podría decir que es un monopolio, no de la distribución pero sí de la 
producción de energía eléctrica. Ahora bien; si se satisface la necesidad de la población y nadie está 
lucrando con eso -porque no son corporaciones lucrativas, sino un servicio público- realmente no se 
puede llamar monopolio. En nuestros países, por ejemplo, hoy existen correos privados y demás, pero 
durante muchos años ese servicio lo dio el Estado. En algunos países era bueno y en otros no tanto, 
pero no se decía que era un monopolio. El monopolio es la concentración de un mercado, o sea, tiene 
que haber un mercado. Y en este sentido los mexicanos inventaron un término interesante; me refiero 
a cómo definen los monopolios. Por mi parte, tenía que luchar contra la idea de este principio de 
diversidad y pluralismo en cuanto a cómo se mide, qué indicadores tengo para demostrar si algo es 
una acumulación indebida de medios. Y los mexicanos acaban de incluir en su reforma constitucional 
un concepto muy simple: el de preponderancia del mercado. Uno puede llamarle de cualquier manera; 
es un juego de palabras; pero para los mexicanos preponderancia es quien controla el 50% o más del 
mercado. Entonces, si alguien llega a tener más del 50% de un mercado específico, es preponderante. 
Ellos hicieron la cuestión muy simple, en un simplismo legislativo que a veces es bueno. La idea es que 
ningún medio pase del 50%, porque eso da chance de que los otros medios tengan el 50% restante, 
por lo menos. Que un solo medio controle el 50% del mercado de lectores, de escuchas o de público 
en un servicio, es bastante. Algunos países quisieran limitarlo más, pero, me parece que por lo menos 
lo del 50% -que fue lo que hizo México- es una cuestión razonable. 


Entonces, uno podría decir que el concepto de preponderancia por un mercado en un servicio 
podría ser el criterio a emplear. Si un medio de cualquier naturaleza -escrito, radial, televisivo, etcétera- 
pasara del 50%, obviamente se tendría que abrir espacio para otros medios y desinvertir, 
desconcentrar. Estados Unidos lo hizo con la telefonía, específicamente con AT8T: con la compañía 
Bell hicieron los Baby Bells, etcétera, siendo un proceso multimillonario. Sucede que Estados Unidos, 
siendo el país más abierto en el tema de mercados, es al mismo tiempo el más duro en el tema de 
antimonopolios. Por ejemplo, la FCC -Comisión Federal de Comunicaciones- tiene la prohibición clara 
de no propiedad cruzada. Es una jurisdicción específica. Quien es dueño de un medio escrito no puede 
tener al mismo tiempo uno de telecomunicaciones al mismo tiempo; debe haber dos tipos de 
propietarios para que haya dos enfoques distintos. Y esto es así, sin entrar a hablar de contenidos; 
simplemente se hace por el principio de pluralismo. 


No sé si he respondido a las preguntas que se formularon. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Perfectamente. 
No habiendo más interrogantes, agradecemos sobremanera su presencia en este ámbito. 
SEÑOR LA RUE.- Para mí ha sido un gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El gusto ha sido nuestro. 
(Se retira de Sala el señor La Rue.) 
-Propongo un cuarto intermedio de cinco minutos. 
(Apoyados.) 
-Se reanuda la sesión. 
(Ingresan a Sala asesores del Ministerio de Industria, Energía y Minería.) 


-Continuamos con la discusión del articulado del proyecto de ley de Prestación de Servicios 
de Radio, Televisión y otros Servicios de Comunicación Audiovisual. 


Ingresamos en el tratamiento del Capítulo VI, relativo a la publicidad. 
En consideración el artículo 120. 


SEÑOR HEBER.- Este es un Capítulo muy controversial y cuestionado porque refiere a la publicidad y 
a cómo esta incide en las oportunidades, no solamente del público en general sino también de la 
publicidad electoral, a la que nos remitiremos más adelante. 


El artículo 120 establece un límite máximo de quince minutos con mensajes publicitarios. La 
primera pregunta que me surge es si quince minutos es mucho o es poco. ¿Por qué se optó por 
quince, en lugar de diez o de veinte minutos? ¿Cuál es el promedio actual de esta clase de publicidad? 
Lo pregunto porque verdaderamente desconozco cuánto duran. 


Más adelante se expresa: «Se deberá incluir en el cálculo del tiempo máximo previsto el 
tiempo de un mensaje publicitario emitido en la modalidad de publicidad no tradicional, cuando la 
duración del mensaje supere los quince segundos». O sea que dentro de los quince minutos de 
espacio publicitario deberá incluirse, en el cálculo del tiempo, lo no tradicional. Dado que no sé si la 
norma contempla estos conceptos, me parece importante distinguir entre la publicidad tradicional y la 
no tradicional que, supongo, será aquella que tiene lugar durante la programación. 


Con respecto a lo que se establece a continuación, esto es: «cuando la duración del mensaje 
supere los quince segundos», parecería que si fuera menos de quince segundos no se computaría, 
pero sí se lo haría cuando se supera ese lapso. 


Considero que todo es excesivamente reglamentarista. 


Además, luego se expresa: «No se computarán dentro del tiempo publicitario expresado:» y 
en el literal C) -por ejemplo-: «La publicidad estática en la transmisión de eventos públicos ni el 
emplazamiento de productos». ¿Es necesario expresar todo eso? Si mañana, por ejemplo, hay un 
partido de básquetbol y hay publicidad estática es lógico que no se compute dentro del espacio de 
quince minutos. Pero, ¿es necesario presentar y prever toda la casuística que puede darse?, porque 
seguramente se están escapando muchas cosas. Si se establece que los mensajes publicitarios no 
pueden ser extensos, naturalmente, se va a encarecer el minuto de televisión al aire. El hecho de que 
se fijen los quince minutos tiene como consecuencia inmediata que los minutos van a valer oro, 
porque ya valen sin limitación. 


El mismo artículo se refiere a los mensajes publicitarios sobreimpresos en la televisión. 
¡Fíjense hasta qué detalle se quiere regular! Les entró una «regularitis» crónica al expresar: «Los 
mensajes publicitarios sobreimpresos en la televisión no deben ocupar más de 1/16 (un dieciseisavo) 
de la pantalla ni exceder de las ocho menciones de diez segundos cada una, por hora, no 
acumulables» Imagino que el cuerpo inspectivo tendrá que tener un centímetro -y el cálculo dependerá 
de la pantalla y los cronómetros- para fiscalizar los mensajes. Me parece que todo esto forma parte de 
una reglamentación y no de la ley. Realmente no estoy de acuerdo con que se reglamente esto, creo 
que lo que deberíamos establecer son normas generales para la publicidad de modo que no haya 
abusos. Entonces, me gustaría conversar con el señor Director para saber qué es lo que se considera 
un abuso. ¿Más de quince minutos de publicidad? Bueno, entonces, debemos expresar que si los 
canales de televisión utilizan excesivas tandas publicitarias se comete abuso y punto. Pero regular el 
tiempo de las tandas en los programas es difícil. Además, después hay que estudiar el tema de la 
publicidad estática. Me parece que no es conveniente ingresar en esto, no estoy de acuerdo con 
regularlo excesivamente. Creo que deberíamos establecer normas generales de comportamiento que, 
además, ya están acordadas, porque hay un decreto que establece que las tandas no pueden 
excederse de tanto tiempo. Me parece que esto es lo que debemos expresar en la ley, pero incluir todo 
este detalle, realmente me parece inconveniente y no es bueno para la ley ni para la comunicación. 


SEÑOR ABREU.- En la misma línea de preocupación del señor Senador Heber, me gustaría hablar de 
la publicidad de carácter general. 


El artículo expresa: «Los servicios de comunicación audiovisual podrán emitir un máximo de 
quince minutos de mensajes publicitarios por cada hora de transmisión, por cada señal, cuando se 
trate de servicios de radiodifusión de televisión y quince minutos cuando se trate de servicios de 
radiodifusión de radio». En primer lugar, técnicamente no sé qué diferencia hay entre las expresiones 
«radiodifusión de televisión» y «radiodifusión de radio». ¿Existe radiodifusión de televisión? 
Seguramente debe existir, porque de otro modo no se hubiera utilizado esta expresión. 


Ahora bien, veo que el grado de regulación casuística sobre el tiempo de los mensajes, más 
las excepciones de la autopromoción o la publicidad en sobreimpresión, así como estática -ya no digo 
los sobreimpresos- desde mi punto de vista es excesivo y terminará creando enormes dificultades, no 
solo para quien tiene que controlar -que quizás será el que más dificultades tenga- sino también para 
los distintos medios de comunicación, y para las distintas inquietudes que han manifestado muchos de 
los medios de comunicación del interior del país, ya sea de radio o de televisión. Además, frente a todo 
esto, hay muchas limitaciones respecto de la retransmisión, se les pone determinados minutos de 
contenido o producción nacional obligatorios. 


Entonces, me da la sensación de que al reducir todo esto se creará un embudo en el que 
algunos podrán cumplir adecuadamente con su función, y otros no por la propia limitación de la 
publicidad, por la habilitación de la reprogramación, por el contenido a que se les obliga y por la 
ausencia de publicidad. Entre otras cosas, los medios de comunicación del interior dicen que no tienen 
publicidad estatal, lo que significa una enorme discriminación. En algún artículo podría establecerse 
que la publicidad debe ser graduada de manera adecuada, de forma tal que todos los medios de 
comunicación del país tengan acceso a la publicidad estatal. En ese caso, se empezaría a regir no por 
los minutos o por los tiempos, sino por el contenido de la publicidad que es la única que les permite 
sobrevivir en un pie de igualdad o, por lo menos, de competencia. 


Más allá de los minutos y de las excepciones, propondría a la mayoría la posibilidad de 
asegurar que la publicidad básica estatal no discrimine ni tenga una visión limitada, sino que le permita 
a todos los medios de comunicación -radio, televisión, etcétera- acceder a eso, que es lo que le da la 
diferencia entre vivir o sobrevivir, o a veces ni siquiera terminar de sobrevivir. 


Me gustaría que nos den una opinión, si es posible -ya que estamos ante un proyecto de ley 
muy casuístico- acerca de determinar que la publicidad del Estado, por ejemplo de Ancap o Antel -y 
basta que las mencione para que se imaginen toda la publicidad que hemos visto al respecto- llegue a 
financiar a los medios del interior, es decir, a todos los que comunican y nada más ni nada menos a los 
que incluyen socialmente a los que no les llega otra cosa que esa radio o esa comunicación que 
sobrevive como puede desde un galpón. 


Formulo esa cuestión para ver si le podemos dar un enfoque distinto, más allá de que 
comparto las preocupaciones del señor Senador Heber. 


SEÑOR DE COLA.- Voy a comenzar a responder por la pregunta de la publicidad oficial. Creo que ya 
hemos hablado sobre el punto en una sesión de esta Comisión; este proyecto de ley trata, 
básicamente, de derechos y obligaciones de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 
y del público que los recibe. La publicidad oficial trata de otra cosa y por ello no está incluida en este 
proyecto de ley. 


Comparto la idea del señor Senador Abreu, en cuanto a que sería bueno contar con una 
legislación que distribuya, sin discriminación, la publicidad oficial entre todos los medios de 
comunicación del país, no solamente los servicios de comunicación audiovisual, sino también la 
prensa, que no está incluida dentro de la definición de los servicios de comunicación audiovisual. Sin 
embargo, una iniciativa de estas características no es resorte ni competencia de la Dirección Nacional 
de Telecomunicaciones, ya que corresponde a otras áreas de la Administración. Entonces, si me 
pregunta mi opinión, estoy totalmente de acuerdo pero no es materia de esta ley; por eso este tema no 
aparece en el articulado propuesto. 


Sobre si esto es solo regulación o no, considero que hay más de una biblioteca. Recuerden 
que ya hay un artículo en el proyecto de ley, que fue votado en esta Comisión, que establece el 
derecho de los prestadores de los servicios a emitir mensajes publicitarios, y acá eso lo estamos 
limitando. Entonces, cuando se limita ese derecho -que ya se está reconociendo- hay quienes 
entienden -nos afillamos a esa teoría- que hay que ser lo más precisos posible para evitar la 
discrecionalidad de quienes deban aplicar esta ley. Quizás por eso se entra en un detalle bastante 
importante, en particular, para definir qué se entiende por publicidad. 


Obviamente, la publicidad llamada tradicional ha evolucionado en el tiempo; han cambiado los 
mecanismos y la forma cómo se hace y se inserta en el mensaje publicitario en distintas partes de la 
emisión de una señal. Por ejemplo, se han desarrollado fuertemente formas de publicidad no 
tradicional, dentro de los programas y eventos deportivos, lo que comúnmente se denomina «chivo», 
es decir, la mención o exhibición de productos en una escena, la publicidad estática, etcétera. Cuando 
se regula la cantidad de publicidad que hay en un medio, ya sea televisivo o radial, se busca proteger a 
la audiencia del abuso de ese derecho que tienen los prestadores de servicios para vender publicidad 
para financiar su salida al aire y la producción de contenidos. Y por eso se ha puesto el límite de quince 
minutos por hora de emisión por señal. ¿Por qué hacemos esto? Hoy sabemos que las nuevas 
tecnologías permiten que un mismo titular de un servicio tenga múltiples señales, como es el caso de la 
televisión digital, y esto no computa para el servicio sino para cada una de las señales que este tenga. 
Si es mucho o poco, en realidad eso es discutible. Hay otras legislaciones que son más estrictas y 
permiten menos cantidad de minutos -algunas aceptan solo doce- pero quizás las tandas publicitarias 
de quince minutos sean las más altas que se encuentran en el Derecho Comparado. Entiendo que se 
pretende un razonable equilibrio entre asegurar un cierto número de minutos disponibles para hacer 
publicidad por parte de los prestadores de servicios y el derecho de la audiencia de no ser 
bombardeada por avisos publicitarios. 


Se incluyó una regla porque la tendencia actual a nivel mundial es trasladar la publicidad 
adentro de los programas. Por tanto, se busca que no haya una forma de evadir esta restricción, y 
beneficiar a la audiencia mediante el uso de publicidad no tradicional. De todas formas, se busca un 
equilibrio en ese sentido para que, si un conductor, un periodista o cualquier persona menciona una 
marca, no se considere que eso está dentro del cómputo de los segundos, sino que sea efectivamente 
una especie de aviso hecho dentro del programa. Por eso se dice que el mensaje tiene que durar 
quince segundos, dentro del programa, para ser considerado parte de un aviso comercial; por lo tanto, 
toda mención o toda referencia a un producto que no tenga esa duración, no será computado dentro de 
la tanda. 


Asimismo, se excluyen de esa cuenta algunos elementos que, según entendemos, no deben 
tenerse en cuenta. Por ejemplo, si durante la emisión de un partido de fútbol se está mostrando 
permanentemente una publicidad estática, se superarian rápidamente los quince segundos; no tendría 
sentido. En consecuencia, todas estas aclaraciones se hacen para limitar la discrecionalidad que 
pueda existir al momento de aplicar la norma y es así que se fundamenta la forma en que fue 
redactado y presentado el artículo. 


SEÑOR HEBER.- Me gustaría hacer un comentario porque he escuchado atentamente al señor De 
Cola mientras hablaba sobre la concepción que lo llevó a redactar este artículo y de sus palabras 
quizás se desprende aquello con lo que esencialmente discrepamos. 


En determinado momento él dijo que querían reglamentar esto para proteger a la gente. Y 
ahí está el tema: ¿quién me va a proteger más que yo mismo? ¡No necesito abogados en la Dirección, 
ni en la Ursec, ni en el Consejo, ni en el Charc, ni en el Poder Ejecutivo, ni en todos estos organismos 
que quieren protegerme de lo que yo quiero! Si quiero ver más publicidad, tengo derecho a hacerlo y 
seré yo quien decida si no me sirve un canal. ¡Simplemente lo voy a cambiar y me iré a otro lugar sin 
que haya alguien que me tenga que proteger! ¡No me protejan más! ¡Déjenme quieto que yo me 
protejo solo! ¡Yo veo lo que quiero, no lo que, desde el Gobierno, todos estos organismos van a decir 
de qué me tienen que proteger para evitar que tenga un bombardeo de publicidad! Si tengo un 
bombardeo de publicidad, no voy a ver el canal, me voy a ir, voy a cambiar de canal, tal como me 
sucede permanentemente con los canales oficiales. Si me voy a otros canales ¡es porque estoy 
aburrido de la publicidad! Sin embargo, hay veces en que quiero ver mucha publicidad, como sucede 


con las tandas políticas -porque las quiero ver todas- y me quedo en los canales oficiales. ¡Es mi 
derecho y no el derecho del Gobierno de decirme qué tengo que ver! 


Quería decir esto a modo de constancia, de reflexión, porque creo que lo que hay detrás de 
este proyecto de ley es que alguien quiere protegerme y yo no quiero que lo hagan porque no confío en 
nadie, salvo en mí mismo, para saber qué es lo que quiero escuchar o ver, qué es lo que acepto que se 
me comunique. No quiero que lo haga gente del Gobierno, que no se va a preocupar por mí; es más, 
va a estar en mi contra. 


SEÑOR COURIEL.- La derecha también puede ser anarquista. 
SEÑOR HEBER.- Sí, lo es, señor Senador, ¡por suerte! 


SEÑOR ABREU.- Siempre bromeo con la televisión, con el cable y con todas estas posibilidades a las 
que puede acceder el ciudadano, diciendo que tendrían que ser incluidas como nueva causal de 
divorcio que podría denominarse como «Quién maneja el zapping en la casa». Es una manifestación 
de poder, donde uno tiene el control y el otro dice: «¿Por qué vas a cambiar si eso me gusta?». Estos 
relacionamientos casi matrimoniales han agregado un elemento más de conflicto y de rispidez; a fin de 
cuentas, el zapping es la libertad que tiene cada uno para acceder a lo que quiere. Me pregunto cómo 
se puede aplicar la norma, porque una cosa es limitar la publicidad a determinadas señales y otra a 
todas. ¿A cuáles servicios de comunicación se hace referencia? ¿A determinados o a todos? ¿Se va a 
aplicar a CNN o a Telesur? 


Por otra parte, no soy técnico pero sé que existen los horarios centrales y los laterales. En 
los horarios centrales existe una mayor audiencia y generalmente allí se concentra una cantidad mayor 
de publicidad. Esto se da en los canales abiertos; por ejemplo, en “Avenida Brasil” el precio de la 
publicidad era mucho más alto que en los horarios laterales. Entonces, ¿cómo se aplicarían este tipo 
de limitaciones a todos los que accedan a una televisión que no necesariamente pueda estar regulada 
por el poder público? Aclaro que estoy tratando de plantear el tema con el mejor espíritu, sobre todo 
porque estoy olfateando que el destino de este esfuerzo quizás se nos esfume. Aquí el zapping, que es 
el gran instrumento de la libertad de distracción, es el primer elemento que se va a utilizar para 
escaparse de las limitaciones reglamentarias de los minutos de publicidad. Comparto con el señor 
Senador Heber: no me quieran tanto, no me protejan tanto. Sí protéjanme de que el sector monopólico 
estatal no me inunde de publicidad todos los días o, en todo caso, establezcan que inunde a todos los 
que tienen derecho a vivir de esa publicidad. Todos sabemos los costos que tiene y los millones de 
dólares que gastan en publicidad entes monopólicos del Estado. Eso sí tendría que ser más regulado 
que los minutos, etcétera. 


Quería hacer estos comentarios sin perjuicio de otras reflexiones que también comparto, 
porque insisto en aquella frase: “demasiado largo para tener razón”. Debería ser un texto corto, breve, 
que garantice derechos, que no limite demasiado. Pero este proyecto tiene más de 200 artículos, de 
manera que hay una inflación manuscrita que va a terminar con dificultades enormes en el manejo de 
los derechos. Digo esto en la misma sintonía que el señor Senador Heber pero sobre todo marcando 
las diferencias entre horarios centrales, publicidad estatal y las que se puedan hacer con las 
excepciones de la autopromoción, la publicidad estática, etcétera. Cuando observamos a un jugador 
que hace un gol -lo vemos en el propio mundial- nos damos cuenta de que por más que se limite la 
publicidad, corre directamente hacia donde está la publicidad estática que lo contrata y allí grita el gol. 
Es decir que ni siquiera tenemos la posibilidad de detener ese comportamiento. He observado a los 
jugadores -y diría que hasta me causa gracia- cuando hacen el gol y van directamente hasta donde 
está la publicidad estática que lo contrata, o cuando hacen las declaraciones delante del panel. ¡Esto 
es más agresivo que las limitaciones que se puedan hacer en la publicidad! Si quiero escuchar al 
Director Técnico de Argentina -que me parece horrible, espantoso- me tengo que «comer» la publicidad 
estática de veinte empresas que no tienen el límite de la ley. 


Discúlpenme la reflexión pero estoy tratando de ser realista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 120 del Capítulo VI, 
Publicidad, venido de la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 121. 


SEÑOR HEBER.- Este artículo debe ser analizado conjuntamente con el anterior. Refiere a las 
«Condiciones de emisión de publicidad». Dice así: «Los mensajes publicitarios se deberán emitir con 
igual volumen de audio que el resto de la programación». Imaginemos a un inspector que, como dije, a 
partir de mañana tendría que estar con un centímetro, un cronómetro y además con un medidor de 
audio para ver si toda la propaganda tiene el mismo volumen de audio. Entrar en esta casuística me 
parece increíble. 


Luego dice: «Las transmisiones de eventos deportivos por televisión únicamente podrán ser 
interrumpidas por spots publicitarios aislados cuando el evento se encuentre detenido». Habría que 
establecer claramente cuándo se detiene el evento ¿Lo harán en un partido de fútbol en el momento 
del refreshing? ¿Ahí pueden poner publicidad? ¿O en el entretiempo? Hay que empezar a definir 
cuándo se encuentra detenido el evento. 


Más adelante expresa: «Quedan prohibidas la emisión de publicidad encubierta y de 
publicidad subliminal». Me pregunto: ¿cómo se establece? ¿Quién juzga la publicidad subliminal? 
¿Hay que hacer un estudio al respecto? Sinceramente, me parece un error entrar en la casuística de 
toda esta hiperregulación solo para protegerme, según las palabras del señor Director. Este es un 
comentario y no una pregunta. 


Sé que los señores Senadores van a votar a favor de este artículo, pero de todas maneras 
quiero dejar constancia de mi oposición a este disparate de controles: vamos a tener un cuerpo 
inspectivo muy grande para escuchar, ver y medir todo esto. 


SEÑOR ABREU.- Quiero hacer una pregunta puntual para después comentar el tema. El texto dice: 
«Los mensajes publicitarios se deberán emitir con igual volumen de audio que el resto de la 
programación. Cada tanda publicitaria televisiva se deberá iniciar y concluir con el signo identificatorio 
de la señal», etcétera. ¿Qué quiere decir «signo identificatorio de la señal»? Desde el punto de vista 
práctico de quien ve televisión, ¿qué quiere decir esto? 


SEÑOR DE COLA.- Se refiere al logotipo que identifica a la señal. 
SEÑOR HEBER.- ¿De cada una de ellas? 
SEÑOR DE COLA.- Sí, cuando se va a la tanda aparece el logo de la señal y al final también. 


SEÑOR ABREU.- En algunos casos se dice «empieza la tanda publicitaria» y, luego, «termina la tanda 
publicitaria». 


SEÑOR DE COLA.- Efectivamente, esa es una forma de implementación. 
SEÑOR HEBER.- ¿Por qué? 


SEÑOR DE COLA.- Para separar lo que es publicidad no tradicional de la publicidad tradicional. 


SEÑOR ABREU.- No me preocupa esto de que «La transmisión de películas cinematográficas y 
documentales podrá ser interrumpida una vez por cada período previsto de treinta minutos», pero sí el 
tema de los eventos deportivos. Aquí se expresa que «Las transmisiones de eventos deportivos por 
televisión únicamente podrán ser interrumpidas por spots publicitarios aislados cuando el evento se 
encuentre detenido». Obviamente, la frase «spots publicitarios» es un anglicismo de derecha pero, 
más allá del humor -si lo perdemos, estamos liquidados- ¿qué es lo que a uno le molesta, por ejemplo, 
cuando ve un partido de fútbol? Que la pelota se esté jugando en una esquina de la pantalla y allí 
mismo aparezca una publicidad pequeña que, en ese momento, coincida con la jugada que uno quiere 
ver. Esto debe habernos pasado a todos más de una vez. ¡En lo personal, prefiero que se establezca 
que no se podrán poner esos recuadros de publicidad! 


(Hilaridad.) 


-Mi derecho tiene que ver con que, de repente, me pierdo la jugada del gol porque apareció 
«tome tal o cual bebida refrescante». 


Más allá del humor, señor Presidente, digo esto porque la casuística es la principal enemiga 
de la legislación; me gustaría que se establecieran los criterios generales. 


Una de las primeras preguntas que nos hacen cuando empezamos a cursar Introducción al 
Derecho es cuáles son las características de las normas. Una de ellas es que la norma es general, por 
lo que debemos tratar de que sea aplicable en forma general. La reglamentación y la casuística son 
parte de otro tipo de rango aunque, a veces, las leyes pueden incluir temas muy puntuales. 


En la línea de lo que decía el señor Senador Heber, cuando veo que se habla de «integridad 
del programa», quisiera que me dijeran cuál es el concepto en cuestión. Aquí se dice que «Los 
mensajes publicitarios en televisión deben respetar la integridad del programa en el que se inserta». 
Vuelvo a preguntar quién define el concepto de «integridad del programa». 


Estas son, simplemente, reflexiones porque con esta casuística daríamos pie a que después 
fuera aplicable aquella famosa frase de «hecha la ley, hecha la trampa». 


Por otra parte, también se establece que «Quedan prohibidas la emisión de publicidad 
encubierta y de publicidad subliminal». Todos sabemos lo que es la publicidad subliminal: de repente, 
uno ve, por ejemplo en una película, una botella de determinada bebida y no se da cuenta de ello pero 
la mira y eso es lo que le produce, en forma indirecta, la necesidad de querer consumirla. ¿Cómo se 
puede hacer para decir que, por favor, no se incluya nada que vaya a crear una especie de expectativa 
o de ansiedad indirecta de consumo de un determinado producto? Lo subliminal es un tema muy 
delicado desde el punto de vista psicológico. Puede tratarse de algo político, de la venta de un 
producto o hasta de algo truculento o pornográfico respecto a la protección que queremos de los niños. 
Insisto en que la casuística me da un enorme miedo porque después de ella viene la decepción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 121. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 122. 


SEÑOR ABREU.- Quiero hacer la siguiente reflexión. Este artículo establece: «Las anteriores 
disposiciones serán aplicables a los servicios de televisión abierta, los servicios de televisión para 
abonados en sus señales propias, y las señales de televisión establecidas en Uruguay que sean 
difundidas o distribuidas por servicios para abonados con licencia para actuar en nuestro país», por lo 
que si algo faltaba, se incluye aquí, en este artículo 122. Entonces, la casuística no queda 
exclusivamente en las condiciones de emisión de publicidad sino que ahora se extiende a todos estos 


servicios que van a estar regulados por esta ley: televisión abierta, abonados en sus señales propias y 
señales de televisión. A todos ellos se aplica lo de la publicidad subliminal, los servicios de trasmisiones 
de eventos, las horas y la integridad del programa, que es un tema serio similar al de la identidad 
cultural. 


Me parece que es excesiva y peligrosa la amplitud regulatoria de esta norma. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 123. 


SEÑOR HEBER.- Al respecto quiero hacer una reflexión que va dirigida mucho más a los señores 
Senadores que a la delegación del Poder Ejecutivo que hoy concurrió sin la presencia de uno de sus 
representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Gómez vino pero está con el Relator de la ONU. 


SEÑOR HEBER.- En el período pasado hicimos el esfuerzo de elaborar la ley relativa a la financiación 
de los partidos políticos en su forma permanente y electoral. En lo personal, creo que es una buena 
ley que hay que ir perfeccionando. 


En este caso hay que tomar una decisión de carácter político y los artículos que vienen a 
continuación -que todos tienen incidencia- necesitan una mayoría especial para su aprobación. 
Nosotros somos partidarios de buscar un entendimiento de todos los partidos políticos porque no 
puede haber una mayoría circunstancial que apruebe un sistema de otorgamiento de minutos gratuitos. 


El artículo 123 comienza diciendo: «Declárase de interés nacional para el fortalecimiento del 
sistema democrático republicano el otorgamiento de publicidad gratuita en los servicios de radio y 
televisión abierta, los servicios de televisión para abonados en sus señales propias y las señales de 
televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas por servicios para abonados con 
licencia para actuar en nuestro país». La primera pregunta es: ¿quién lo paga? ¿Los canales o la 
sociedad? Si por ejemplo se le impone hacerlo en horarios centrales, estamos diciéndoles que le 
expropiamos su trabajo, lo usan los partidos políticos, pero lo paga él. Todo este sistema le impone a 
los medios de comunicación, en su mejor horario y con la programación que a ellos les cuesta, 
meternos en la publicidad que más venden; y no me parece justo. Tampoco me parece justo que 
limitemos esto a los partidos políticos y que hagamos todo este sistema de cálculo que lleva a que los 
partidos después de 5 años -aunque hayan tenido desgaste en la opinión pública, como ha pasado en 
el país- sigan teniendo espacios gratuitos que en ese momento no reflejan la opinión de la gente. Creo 
que asignar tanta importancia a esto, por ejemplo, habría impedido que hubiera ganado la izquierda en 
el 2004 y que hubiera sido reelecta en el 2009. Nosotros estamos dando a esto una importancia que, a 
nuestro juicio, no es pertinente a menos que el Estado contribuya más con los partidos políticos para 
tener estos espacios gratuitos. Esto es a riesgo de quien va a firmar y a comprometerse. Este cálculo 
de minutos hace que no quede muy claro dónde están los Convencionales departamentales -hablo de 
las internas- los Alcaldes, los Ediles y, en definitiva, todo el sistema político va a ingresar en una 
hiperregulación de espacios gratuitos que no va a ser buena. En lo personal, soy partidario de limitar, 
incluso, este instrumento a 15 días antes de la elección, para que tengan menos incidencia en la 
opinión de la gente por medio de la publicidad. Asimismo, soy partidario de que este sistema se 
prohíba en las elecciones internas, ya que se trata de un asunto interno de los partidos y no de 
publicidad electoral como la que acabamos de ver. 


Repito que soy partidario de que se prohíba la publicidad electoral en la instancia de las 
elecciones internas y también estoy convencido de que hay que reducir el plazo de 45 días establecido, 


porque me parece un disparate. Creo que con 15 o 20 días antes de la elección sería suficiente y nos 
permitiría depender menos de esos medios de comunicación y los partidos políticos podrían gastar 
menos. Esto va más allá del tema publicitario, porque vuelvo a decir que hay una dependencia de los 
recursos de los partidos políticos que se ven condicionados por este sistema y que eso no se arregla 
estableciendo espacios gratuitos por parte del Estado. En realidad, en función de los cálculos que 
tenemos se van a contratar más minutos y, en definitiva, no va a haber más publicidad que la de los 
partidos políticos en las tandas, ya que no hay limitación para la compra de espacios. Me pregunto 
cómo se va a compensar que en el día de mañana el 50% de la tanda política la tenga el Frente 
Amplio, el 30% el Partido Nacional y el 15% el Partido Colorado. Incluso, sabemos que el Partido 
Independiente ha levantado su voz, preocupado y alarmado, calificando a este proyecto de ley de 
autoritario y dictatorial, alarmado por la propuesta de un sistema que no ha sido discutido, más allá de 
que en el período pasado se habló mucho sobre lo relativo a los partidos políticos. 


Este es un tema que me preocupa mucho. He hablado con cada uno de los legisladores en la 
necesidad de buscar una solución a la dependencia que los partidos políticos tenemos con el capital, 
para depender menos de los aportes, en función de lo que nos significan las campañas electorales 
producto de los costos que tienen. Estos quince minutos van a valer mucho más en función de la 
limitación; vamos a ocupar todo ese espacio. Realmente me parece altamente inconveniente que el 
Frente Amplio solo y ante sí, vote un tema que notoriamente lo involucra y, es más, lo beneficia en esta 
situación. ¡No estoy diciendo que se persiga esa intencionalidad! En aras de buscar la representación, 
se toma en cuenta la última elección -que tuvo lugar hace cinco años- y, lógicamente, el Frente Amplio 
va a decir que como ellos tienen el 50%, no pueden tener lo mismo que un partido que tiene un 
legislador. Es un error entrar en esa lógica porque podríamos congelar al espectro político, quitándole 
movilidad al sistema y beneficiando al que está. Vuelvo a decir, con énfasis: ¡me parece que ese es un 
grave error! 


Creo que la solución está en el compromiso que cada partido político tiene en los espacios 
en donde el Estado va a ayudar a la elección interna, sin propaganda televisiva y radial, para que los 
partidos se vuelquen a las calles y dejen de ser recaudadores, buscadores de cócteles y de rifas, y 
vendedores de bonos, para poder estar presente en la televisión. Si no reaccionamos frente a eso, 
estamos condenando al sistema político a hacer ese tipo de cosas. 


Entonces, propongo: ¡nada de propaganda en la elección interna! ¡Propaganda acotada en 
las elecciones nacionales! Y dejar más tiempo para la última instancia -en lo que es la definición del 
candidato a Presidente- a fin de que quien pretende dirigir los destinos del país en los siguientes cinco 
años pueda dar un mensaje claro. 


Reitero: es un error entrar en esto. El Gobierno y sus legisladores van a recibir críticas y 
habrá serios cuestionamientos. Por mi parte, vuelvo a decir: estamos a tiempo de reflexionar. Es 
necesario posibilitar una mayor ayuda a los partidos políticos. ¡Hagámoslo por el pago del voto! Porque 
si mañana yo saqué 100.000 votos, y en la elección siguiente bajé a 10, entonces tendré una deuda 
particular con el canal y con el propio Estado y deberé pagar aquello sobre lo que creí iba a tener 
mayor apoyo. Aquí hay un riesgo de las personas que se involucran en la actividad política. Eso le da la 
oportunidad a quien creen que sacó 10 y, en cambio, sacó 100.000 votos, que pueda arriesgar con su 
patrimonio -lo poco que tenga o a través de los compromisos que pueda establecer- la posibilidad de 
tener la propaganda. Hay ayuda gratuita del Estado, en función del voto; el único objetivo que puede 
tener el Fisco es pagar el voto, además de la financiación de los partidos políticos a lo largo del año, 
que también se puede mejorar. 


Creo que pagamos menos costo político si acotamos el tiempo de la publicidad en la 
elección y pagamos más el voto, en lugar de introducirnos en la cuestión de los espacios publicitarios y 
en todo este sistema que establece porcentajes muy difíciles de entender, donde uno prácticamente 
tiene que sentarse con un contador para poder saber cuántos minutos le va a tocar. 


Dejo dicho esto a modo de reflexión. No se trata de una pregunta a los invitados, porque 
ellos, en definitiva, implementan una decisión de carácter político que, a mi entender, es equivocada y 
no le va a hacer bien al sistema, ni al propio Partido de Gobierno. 


Es cuanto quería señalar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Brevemente, quiero decir lo siguiente. 


Reconozco que estamos ante un tema muy opinable. Cuando el señor Óscar Botinelli 
concurrió a esta Comisión mencionó que en el mundo hay una serie de sistemas que diferentes países 
-todos ellos democráticos- han elegido por diversas cuestiones; dijo también que algunos sistemas son 
más mixtos que otros. Sin duda, realizó un aporte interesante. 


Si bien mi posición será votar este artículo, ello no significa que desde este momento y hasta 
que la iniciativa llegue al Plenario no pueda, eventualmente, generarse alguna instancia de debate un 
poco más profunda. Digo esto sin garantizar nada. Reconozco -repito- que es un tema opinable. Tal 
vez pueda establecerse este sistema u otro un poco más mixto. 


El señor Senador Heber hizo mención a que estuvo hablando del tema con diversos actores 
políticos, y me consta -no solo a nivel personal sino también en otros casos- que ha planteado una 
serie de ideas muy interesantes. Eventualmente, habría que verlas en el conjunto, porque muchas 
refieren, por ejemplo, al achicamiento de períodos y demás. Es decir que hay cuestiones que 
involucran mayor cantidad de aspectos y tendrían que ser motivo de una legislación de carácter más 
específico a nivel electoral, que involucrara todo. 


No creo que la cuestión de si aceptamos este sistema, u otros, tenga que ver con un tema de 
principios. Entendemos que debe haber un sistema que implique la democratización del acceso, la 
igualdad de condiciones y demás. 


De cualquier modo, reitero que si bien habrá otras instancias para discutir el tema, mi posición 
personal será votar el artículo. 


SEÑOR ABREU..- Por mi parte, tengo alguna duda sobre la interpretación que se hace de la publicidad 
electoral en todo el sistema. 


Concretamente, el artículo 123 establece: «Declárase de interés nacional para el 
fortalecimiento del sistema democrático republicano el otorgamiento de publicidad gratuita en los 
servicios de radio y televisión abierta, los servicios de televisión para abonados en sus señales propias 
y las señales de televisión establecidas en Uruguay que sean difundidas o distribuidas por servicios 
para abonados con licencia para actuar en nuestro país. 


Los servicios referidos, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17.045, de 14 de diciembre 
de 1998, otorgarán espacios gratuitos en las campañas electorales correspondientes a las siguientes 
elecciones:» 


Eso quiere decir que la publicidad gratuita se establece en base a esos criterios. Pregunto: si 
una persona cualquiera quiere contratar en forma privada, ¿puede hacerlo? 


SEÑOR HEBER.- Sí, señor Senador. Se puede contratar. 


SEÑOR ABREU.- Más allá de este artículo, la verdad es que el exceso de regulación me dificulta 
comprender todo el sistema. 


Supongamos, por ejemplo, que me llamo Pablo y soy Senador. Voy a poner mi grupo político. 
Nunca participé de una elección ni tuve una lista. Fui electo Senador pero me desvinculé de mi 
sublema y quiero volver a empezar. El último inciso del artículo 124 dice: «La distribución de los 
espacios entre los lemas será efectuada por la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. » 
Ya me pongo nervioso. 


Luego, el artículo 125 dice: «En los casos de elecciones nacionales, elecciones legislativas 
complementarias y elecciones internas nacionales, los espacios concedidos a cada lema serán 
distribuidos internamente respetando en lo posible la proporción de votos existente dentro del mismo 
lema en la elección de miembros de la Cámara de Senadores de la elección inmediatamente anterior.» 
Pregunto: ¿cómo sé los votos que tuve o que tengo y que me identifican para ejercer ese derecho? 


Finalmente, el segundo inciso del artículo 125 dice: «No se tendrán en cuenta las listas que 
no hubiesen obtenido representación parlamentaria en una u otra Cámara». Es decir que si alguien 
quiere lanzarse a la aventura de empezar de cero, no va a tener publicidad, porque no tiene 
antecedentes como para que le puedan otorgar determinado minuto. Reitero: «No se tendrán en 
cuenta las listas que no hubiesen obtenido representación parlamentaria en una u otra Cámara.» 


Vuelvo al ejemplo que mencionaba. Soy Pablo y quiero tener una lista al Senado, separada. 
No sé cómo van a identificar los minutos que tengo; y aclaro que no estoy hablando desde la teoría. 
Entonces, invento una lista, por ejemplo, la 942 -para hacer un poco de publicidad subliminal- pero 
nunca tuve votos. Se me dice que no tengo derecho porque no tuve listas anteriormente, no tuve 
representación parlamentaria. Entonces, el gran tema es que esto discrimina enormemente y, además, 
afecta en el ámbito republicano la capacidad de renovación y de asumir riesgos de aquellos que 
quieren empezar de cero y que están en desventaja frente a aquellos otros que tienen viejas 
estructuras, legítimos recursos y representación parlamentaria. 


Si uno dice que quiere conformar el Partido Verde o el Partido tal o cual, se va a decir: «Pero 
usted no tuvo lista, no tuvo representación. Aunque fuera Senador y quiera salir de esa lista, no sé 
cómo voy a medir los votos que usted tuvo en esa lista al Senado». Así, pues, uno queda en manos de 
alguien que termina siendo la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. Si uno pregunta: 
«¿Y usted cómo lo va a medir?», se contestará: «No sé». Si es un criterio subjetivo, puede prevalecer. 
Digo esto para que se vea que la casuística tiene sus elementos negativos. 


Pero, además, esto no nivela la igualdad. Planteo esta idea porque uno podría decir: 
«Solamente se hará publicidad oficial en tales condiciones», y limitar la publicidad privada, que no se 
podría hacer tampoco; pero no asegurar publicidad oficial en proporción de votos, dando determinada 
ventaja a circunstancias electorales muy puntuales y después dejar libre para que cada uno, con los 
recursos que tenga, pueda seguir contratando otra publicidad adicional. Esto va a limitar la capacidad 
de competencia o de igualdad. 


Digo esto a modo de reflexión, tratando de imaginar esta situación de «Pablo» que la estoy 
viendo en el espejo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro señor Senador desea hacer uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 123. 


(Se vota:) 

-3 en 5. Afirmativa. 

En consideración el artículo 124. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-3 en 4. Afirmativa. 


Disculpen, señores Senadores, la Mesa solicita la reconsideración del artículo que acaba de 
ser votado. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Está nuevamente en consideración el artículo 124. 


En el último inciso, donde dice «La distribución de los espacios entre los lemas será efectuada 
por la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones», debe sustituirse la expresión «Unidad 
Reguladora de Servicios de Comunicaciones» por « Consejo de Comunicación Audiovisual». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
Pasamos a considerar el artículo 125. 


SEÑOR HEBER.- Brevemente, señor Presidente, quisiera dejar constancia de que cuestiono todos los 
porcentajes que se establecen en esta disposición: 25% al Presidente y 75% a las listas de candidatos 
a la Cámara de Senadores, sin tomar en cuenta a los Diputados; a veces en cada uno de los Partidos 
hay problemas internos relacionados con la forma en que se distribuye esto. 


Se habla de que en las elecciones internas nacionales, del tiempo total asignado a cada 
lema, el 50% corresponderá a la precandidatura presidencial y el 50% a la Convención Nacional. No 
queda muy claro qué porcentaje correspondería a la Convención Departamental. Como no voy a votar 
el artículo, no quiero entretenerlos más, pero debo decir que esto genera un gran problema dentro de 
los partidos políticos. La distribución de este dinero va a ser un problema para las Convenciones 
Departamentales, para las Convenciones Nacionales e incluso para los candidatos a Diputados porque 
estos se verán obligados a sacar listas al Senado porque de esa forma se obtienen mayores 
beneficios. Creo que es un error. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
El artículo 126 «Disposiciones generales», no presenta cambios. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el Capítulo VIII. Autorregulación Ética o de Conducta Profesional. 


SEÑOR HEBER.- Me voy a referir a los tres artículos que componen este Capítulo. 


El artículo 127 hace referencia a un código público de normas éticas o de conducta 
profesional. El artículo señala: «Los titulares de servicios de comunicación audiovisual deben regir sus 
actividades conforme a códigos públicos de normas éticas o de conducta profesional, los cuales 
pueden ser de carácter individual de un titular o de carácter colectivo. El contenido de dichos códigos 
será determinado libremente por cada prestador». 


De la lectura del artículo se puede advertir que no habrá un código de ética de 
comportamiento público. ¿Existe hoy una norma acordada con los medios de comunicación? ¿Vemos 
que hay algún inconveniente en la aplicación de estos acuerdos? Según tengo entendido, existen 
normas de protección al menor y códigos que no están precisamente escritos -esto me parece que es 
una forma bastante interesante de resolver el tema- y no una suerte de autorregulación ética que 
queda librada al prestador de servicio, lo que luego se puede transformar en una especie de 
autocensura. En lo personal, creo que es mucho más importante hacer una reunión con los 
involucrados donde se traten los temas de comunicación para acordar normas de conducta -no tiene 
que ser por ley- que busquen proteger valores como, por ejemplo no promover y combatir la 
discriminación, condenar los regímenes totalitarios e impedir su apología, etcétera. Me parece que 
alrededor de una mesa se acuerdan mucho más cosas que con la aplicación de un texto legal. 


Quería hacer este comentario para hablar de los tres artículos juntos. 


SEÑOR DE COLA.- Quiero aclarar que lo que se establece aquí es que debe existir el código, pero 
nada se dice sobre su contenido. Actualmente hay muy pocos códigos de regulación ética profesional, 
en los medios de comunicación en general, y en los servicios de comunicación audiovisual, en 
particular. De acuerdo con lo que yo conozco, hay un canal de televisión abierta que tiene un código 
público en su página web y recientemente la Asociación de la Prensa Uruguaya ha aprobado un código 
de ética profesional, el que fue tomado como tal por algún medio escrito pero, en realidad, no se sabe 
si existen esas pautas internas hacia los comunicadores, los periodistas y, en general, los trabajadores 
de los servicios de comunicación audiovisual. Se busca que haya pautas de comportamiento. Omití 
decir que en la actualidad Televisión Nacional Uruguay tiene una pauta pública de tratamiento sobre las 
noticias, cuestiones de género, niñez e infancia, y de violencia doméstica. La Cámara de Anunciantes 
tiene algo similar, pero en materia de publicidad. 


En concreto, en los artículos 1% y 2? se procura que todos nosotros conozcamos cuáles son 
los criterios, por más básicos o complejos que sean -eso queda librado a cada uno de los titulares de 
los servicios audiovisuales- con los que se manejan a la hora de comunicar. Por su parte, el artículo 32 
busca que exista un intermediario -lo que se llama «defensor del lector» en la prensa escrita y aquí lo 
nombramos «defensor de audiencia»- entre los escuchas de la radio y telespectadores y el servicio de 
comunicación audiovisual que emite la programación cuando uno tiene una queja puntual sobre algún 
aspecto del horario, etcétera. También se da la opción de que sea individual o colectivo porque no se 
pretende obligar a que cada uno de los servicios tenga una figura individualizada dentro de su staff 
para cumplir esta función. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el Capítulo VIII, que comprende los artículos 127, 128 y 129. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 


Pasamos a considerar el Título VIII, Capítulo |, artículo 130, que tiene que ver con el carácter 
y titularidad. 


SEÑOR HEBER.- Creo que podríamos votar todos los artículos del Capítulo Il. Sistema Público de 
Radio y Televisión Nacional, luego detener la tarea del día de hoy -propongo que así sea- y dejar para 
mañana otros temas que nos insumirán más tiempo. Entonces, en lugar de ir artículo por artículo, 
podríamos votar todo el Capítulo ll, que abarca los artículos 131 a 141. 


Necesitaríamos más tiempo para estudiar lo relativo a la Comisión Honoraria Asesora del 
Sistema Público de Radio y Televisión Nacional que figura en el artículo 142, más todo el tema de las 
sanciones y las disposiciones finales. Nos quedarían cuarenta artículos para considerar mañana y 
sabemos que los relativos a las sanciones nos van a demandar más tiempo. Propongo ese criterio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También podríamos aprobar lo relativo a los medios comunitarios. 


SEÑOR COURIEL.- Podríamos votar todos aquellos artículos sobre los cuales no se harán 
comentarios. 


(Dialogados.) 


SEÑOR HEBER.- Yo no tengo inconveniente en votarlo, pero quedaría pendiente el tema de la 
Comisión Honoraria Asesora y el tema de las sanciones, ¿verdad? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me queda perfectamente claro. 
El artículo 130 se mantiene como está. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
El artículo 131, con los agregados propuestos, quedaría redactado de la siguiente manera: 


«Créase, con el nombre de Sistema Público de Radio y Televisión Nacional (en adelante 
SPRTN) un servicio descentralizado con los fines, cometidos y atribuciones que especifica esta Ley, el 
que se relacionará con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura. 


Es persona jurídica y, a todos los efectos legales y procesales, tendrá su domicilio principal en 
la capital de la República sin perjuicio de las dependencias instaladas o que se instalen en todo el 
país». El último párrafo no tiene cambios. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con los cambios sugeridos. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
El artículo 132 no tiene cambios. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
Pasamos al artículo 133. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con las modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
Pasamos al artículo 134. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con las modificaciones propuestas 
(Se vota:) 
-3 en 4. Afirmativa. 
Se eliminarían los artículos 135 hasta el 142. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su eliminación. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR COURIEL.- Podríamos desglosar el Capítulo lIl y votar el artículo 146 -el de las radios 
comunitarias- con las modificaciones propuestas por el Frente Amplio. Además, hay un nuevo artículo 
que podríamos dejar pendiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su desglose. 
(Se vota:) 
-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 146, que cambia 
«Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones» por «Consejo de Comunicación Audiovisual». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


Se agrega un nuevo artículo 146.1, que expresa: «Las referencias a la Unidad Reguladora de 
Servicios de Comunicaciones (URSEC), efectuadas en los artículos 12 y 17 literales D) y G) de la Ley 
N* 18.232, se considerarán realizadas al Consejo de Comunicación Audiovisual, sin perjuicio de las 
demás competencias establecidas por la presente Ley, a favor de dicho organismo». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL.- Propongo el desglose del Título X «Infracciones y Sanciones» y votar desde el 
Título Xl, «Costo de licencias y precio por uso de espectro», hasta el final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su desglose. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR HEBER.- Pido que se desglose el Título XI. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su desglose. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al Título XII «Disposiciones Transitorias». 
En consideración el artículo 160. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 161 que tiene una modificación. 


SEÑOR DE COLA.- Sugiero desglosar este artículo porque depende de la votación de otro artículo que 
también fue desglosado y que hacía referencia al literal F). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su desglose. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado el artículo 161. 


En consideración el artículo 162 en el que se sustituye la expresión «Unidad Reguladora de 
Servicios de Comunicaciones» por la de «Consejo de Comunicación Audiovisual». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 163 con la misma modificación introducida en la disposición 
anterior. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 164, que se mantiene tal como está propuesto. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 165. 


Se cambia «Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones (URSEC)» por «Consejo 
de Comunicación Audiovisual». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 166. 
SEÑOR HEBER.- Solicito que se desglose porque tengo preguntas para formular. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar su desglose. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


En consideración el artículo 167, que tiene el mismo cambio: «URSEC» por «Consejo de 
Comunicación Audiovisual» 


-4 en 5. Afirmativa. 
En consideración el artículo 168, que no tiene cambios. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 168/1, que es nuevo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración el artículo 168/2, que también es nuevo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


En consideración las «Disposiciones Finales» que comprenden desde el artículo 169 hasta 
el 171, puesto que vamos a suprimir los artículos 172 y 173. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-4 en 5. Afirmativa. 


Por último, corresponde votar la supresión de los artículos 172 y 173. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 16 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


